
 

 
 

 

     V.  EXPEDIENTE D-11758-SENTENCIA C-345/17  (Mayo 24) 

           M.P. Alejandro Linares Cantillo  

 

 
1. Norma acusada  
 

CÓDIGO DE COMERCIO 

 

ARTÍCULO 900. Será anulable el negocio jurídico celebrado por persona relativamente incapaz y el que haya 

sido consentido por error, fuerza o dolo, conforme al Código Civil. 

 

Esta acción sólo podrá ejercitarse por la persona en cuyo favor se haya establecido o por sus herederos, y 

prescribirá en el término de dos años, contados a partir de la fecha del negocio jurídico respectivo. Cuando la 

nulidad provenga de una incapacidad legal, se contará el bienio desde el día en que ésta haya cesado. 

 

CÓDIGO CIVIL 

 

ARTICULO 1741. La nulidad producida por un objeto o causa ilícita, y la nulidad producida por la omisión de 

algún requisito o formalidad que las leyes prescriben para el valor de ciertos actos o contratos en consideración 

a la naturaleza de ellos, y no a la calidad o estado de las personas que los ejecutan o acuerdan, son nulidades 

absolutas. 

Hay así mismo nulidad absoluta en los actos y contratos de personas absolutamente incapaces. 

 

Cualquiera otra especie de vicio produce nulidad relativa, y da derecho a la rescisión del acto o contrato. 

 

ARTICULO 1743. La nulidad relativa no puede ser declarada por el juez o prefecto sino a pedimento de parte; 

ni puede pedirse su declaración por el Ministerio Público en el solo interés de la ley; ni puede alegarse sino por 

aquéllos en cuyo beneficio la han establecido las leyes, o por sus herederos o cesionarios; y puede sanearse por 

el lapso de tiempo o por ratificación de las partes. 

 

La incapacidad de la mujer casada que ha obrado sin autorización del marido o del juez o prefecto en subsidio, 

habiendo debido obtenerla, se entiende establecida en beneficio de la misma mujer y del marido. 

 
2. Decisión  
 
Declarar EXEQUIBLES, por los cargos analizados, el artículo 900 del Decreto Ley 410 de 
1971 (parcial) y los artículos 1741 (parcial) y 1743 (parcial) del Código Civil. 
 
3. Síntesis de la providencia  
 
1. Le correspondió a la Corte establecer si las reglas previstas en las disposiciones 
parcialmente acusadas (arts. 1741 y 1743 del Código Civil y art. 900 del Código de 
Comercio), conforme a las cuales la fuerza como vicio del consentimiento da lugar a la 
nulidad relativa del acto o contrato, de manera que no puede ser declarada de oficio por el 
Juez o solicitada por el Ministerio Público, (i) vulneraban el derecho al libre desarrollo de la 
personalidad (arts. 16), fundamento de la autonomía privada, o (ii) desconocían el deber 
del Estado de proteger a todas las personas residentes en Colombia en su vida, honra 
bienes, creencias y demás derechos y libertades (art. 2), así como la prevalencia del derecho 
sustancial sobre las formalidades (art. 228) y el derecho de acceder a la administración de 
justicia (art. 229). 
 
2. La Sala concluyó que las disposiciones demandadas no vulneran el libre desarrollo de la 
personalidad (art. 16) expresado en la autonomía de la voluntad privada y la libertad 
contractual. Por el contrario, el régimen actual de nulidades en relación con la fuerza como 
vicio del consentimiento, optimiza la autonomía privada dado que (i) permite al afectado 
solicitar que se anule el acto o contrato de manera que se ampare su derecho a no estar 
sometido a un contrato que no ha sido consentido libremente sino mediante fuerza o 
violencia y (ii) asegura dicha autonomía al permitir que el contratante perjudicado, libre ya 
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de la violencia, decida si el negocio jurídico celebrado mediante fuerza o violencia debe 
anularse o mantenerse.  
 
3. En adición a ello, la Corte consideró que la regulación cuestionada no vulnera el deber 
del Estado de proteger a todas las personas residentes en Colombia en su vida, honra, 
bienes, creencias y demás derechos y libertades (arts. 2, 11, 12 y 13). Tampoco vulnera la 
prevalencia del derecho sustancial sobre las formalidades (art. 228) ni el derecho de acceder 
a la administración de justicia (art. 229). La regulación acusada no impide que la persona 
cuyo consentimiento estuvo viciado por fuerza, alegue judicialmente tal circunstancia una 
vez liberada de la presión o intimidación. El ordenamiento no priva de protección al afectado, 
ni subordina sus más importantes intereses a reglas de procedimiento. Por el contrario, le 
ofrece caminos procesales suficientes, por vía de acción o excepción, para solicitar a las 
autoridades la debida protección en caso de considerar -en ejercicio de su autonomía- que 
el acto o contrato debe ser anulado. De los deberes de garantía y del derecho de acceso a 
la administración de justicia, no se sigue un mandato de expedir un régimen de nulidades 
que le otorgue al juez la competencia –y el deber– para declarar de oficio la nulidad de un 
acto o contrato en cuya continuidad está interesado el afectado. Una conclusión diferente, 
constituiría una interferencia, no exigida por la Constitución, en el derecho al libre desarrollo 
de la personalidad del afectado.      
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